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INCIDENTE DE LIQUIDACION DEPERJUICIOS– Corresponde a la sala de decisión del tribunal conocer la apelación de las providencias que decidan sobre él.
INCIDENTE DE LIQUIDACION DE PERJUICIOS- Rechazo de plano. 
INCIDENTE DE LIQUIDACION DE PERJUICIOS- Es inviable su tramite cuando los perjuicios fueron impuestos en concreto en la sentencia. 

INCIDENTE DE LIQUIDACION DE PERJUICIOS / HECHOS NUEVOS -  no es de recibo pretender por vía incidental que se tasen perjuicios que se omitió proponer oportunamente y por tanto no fueron objeto de debate al interior del litigio, máxime si se persigue que los mismos cobijen a quienes no conformaron los extremos procesales
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ORDINARIO (RCC)
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I. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la demandante Myriam Ponce Pacheco contra el auto proferido el 4 de junio de 2013 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, que rechazó de plano el incidente de “liquidación de sentencia” promovido por la recurrente a continuación del proceso ordinario que inició contra el Banco Davivienda S.A.
II. SÍNTESIS PROCESAL

Mediante el auto impugnado la falladora a quo dispuso rechazar de plano el incidente citado que fuera propuesto por la promotora de la causa. Inconforme la incidentalista interpuso el recurso de apelación, el que fue concedido en el efecto devolutivo, admitido y tramitado se entra a dirimirlo. 
III. CONSIDERACIONES
Ab initio pertinente resulta precisar que la providencia que se emite es de competencia de la Sala, por expresa disposición del legislador mediante la Ley 1395 de 2010, artículo 4º, que modificó el canon 29 del Código de Procedimiento Civil, cuyo primer inciso quedó de la siguiente manera:
“Corresponde a las salas de decisión dictar las sentencias y los autos que resuelvan sobre la apelación contra el que rechace o resuelva el incidente de liquidación de perjuicios de condena impuesta en abstracto. El Magistrado sustanciador dictará los demás autos que no correspondan a la sala de decisión.”

La señora Myriam Ponce Pacheco presentó “incidente de liquidación de sentencia”, invocando el numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia proferida en segunda instancia por esta Corporación el 18 de diciembre de 2012, mediante la cual se “declara que ese ente Financiero es responsable civil y contractualmente de los perjuicios sufrido [s] por MIRIAM PONCE PACHECO en el desarrollo del crédito para adquisición de vivienda a largo plazo por haber efectuado cobro[s] ilegales consistentes en capitalización de intereses y exceso de los mismos, abusando de su posición dominante”
En el escrito por el cual promueve el incidente, liquidó en la suma de ciento noventa y siete millones seiscientos ochenta mil pesos ($197.680.000), los perjuicios materiales causados por la pérdida del inmueble hipotecado, así como el deterioro sufrido por los bienes muebles con que estaba equipada la misma y los cánones de arrendamiento que han tenido que sufragar. Deprecó cien salarios mínimos legales para su persona y cada uno de los otros cuatro miembros de su grupo familiar por perjuicios morales y suma igual a razón del daño a la vida de relación. De otro lado, pidió que se liquiden los numerales tercero, cuarto y sexto de la sentencia.
La jueza del conocimiento se abstuvo de impartir trámite a este pedimento, para lo cual expuso que “los incidentes son nominados, es decir que sólo se pueden tratar como tales las cuestiones accesorias que expresamente tengan dicho carácter, y dable (sic) que estamos frente a una sentencia que condenó a unos perjuicios y no de perjuicios establecidos por auto, es inaplicable tal tramite incidental”.
Revisado el fallo aludido, mediante el cual se revocó en su integridad el de primer nivel, se evidencia que en efecto, luego de encontrar que la entidad financiera causó perjuicios a la demandante, se procedió a la tasación de los mismos conforme al ordenamiento que regula el asunto, tal como se consignó en los numerales 2 y 3 de la parte resolutiva de la providencia citada, donde se lee:

“SEGUNDO: Declarar que ese ente financiero es responsable civil y contractualmente de los perjuicios sufridos por Mirian Ponce Pacheco en el desarrollo del crédito para adquisición de vivienda a largo plazo por haber efectuado cobros ilegales consistentes en capitalización de intereses y exceso de los mismos, abusando de su posición dominante.
TERCERO.- Condenar, como consecuencia, la banco Davivienda a devolver doblado a la demandante los valores pagados en exceso, a saber $13.942.911.18 por intereses de mora, y $10.562.146,48 por capitalización de intereses, sumas que se imputan a cubrir los de plazo, seguros y el resto a abonar a capital, quedando un saldo de $21.818.845.79 equivalente  a 119.552,42 UVR para el día seis de febrero de 2009, cuando según histórico del banco se hizo el último abono a la deuda, punto de partida para calcular el saldo a la fecha de esta providencia, según haya sido el histórico de pagos a partir del día siguiente a la data señalada.”
Entonces, basta la simple lectura de los ítems acabados de transcribir para arribar a la conclusión que a título de perjuicios se conminó a la entidad bancaria al pago de las sumas de dinero ahí indicadas, esto es, establecida la obligación resarcitoria a cargo de la aquí demandada, a renglón seguido se dispuso el monto por el cual debía responder, lo que equivale a decir que la condena se impuso en concreto. Y no podría ser de otra forma, toda vez que ello constituye un imperativo legal, a la luz de las reformas introducidas al artículo 307 del estatuto de los ritos civiles, norma que en la actualidad dispone:

“La condena al pago de frutos, intereses, mejoras, perjuicios u otra cosa semejante, se hará en la sentencia por cantidad y valor determinados. Cuando el juez considere que no existe prueba suficiente para la condena en concreto, decretará de oficio, por una vez, las pruebas que estime necesarias para tal fin.
De la misma manera deberá proceder el superior para hacer la condena en concreto omitida total o parcialmente por el inferior, o para extender la condena en concreto hasta la fecha de la sentencia de segunda instancia, aun cuando la parte beneficiada con ella no hubiese apelado.
El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo, constituye falta sancionable conforme al régimen disciplinario.
Cuando la condena en perjuicios se haga por auto, se liquidará por incidente que deberá promover el interesado, mediante escrito que contenga la liquidación motivada y especificada de su cuantía, dentro de los sesenta días siguientes a la ejecutoria de aquél o al de la fecha de la notificación del auto de obedecimiento al superior, según fuere el caso, so pena de que se aplique lo dispuesto en el inciso segundo del siguiente artículo 308. Dicho auto es apelable en el efecto diferido.” (Resalta la Sala).
De otro lado, el memorial contentivo del incidente trae hechos nuevos tales como la circunstancia de haber perdido su vivienda, el conocimiento público del remate de su inmueble, el cambio de lugar de residencia, la ruptura de la unidad familiar ante la imposibilidad de vivir sus integrantes bajo el mismo techo, tratando de esta forma de extender las aristas del litigio a pretensiones resarcitorias a favor de la progenitora, el esposo y las hijas de la actora, situación que resulta desafortunada, pues no es de recibo pretender por vía incidental que se tasen perjuicios que se omitió proponer oportunamente y por tanto no fueron objeto de debate al interior del litigio, máxime si se persigue que los mismos cobijen a quienes no conformaron los extremos procesales.

Entonces, como lo que procedía en el sub lite era rechazar del plano el incidente propuesto, como con buen criterio resolvió la a quo, el auto apelado amerita ser confirmado en su integridad.

No hay lugar a costas por no aparecer causadas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 392 numeral 9º del C. de P. C., modificado por el artículo 19 de la ley 1395 de 2010. 

IV. RESUELVE

Por todo lo anteriormente expuesto, la Sala de Decisión Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, CONFIRMA el auto del 4 de junio de 2013 proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, en el proceso ordinario que inició Myriam Ponce Pacheco contra el Banco Davivienda S.A. Sin costas. En su oportunidad, devuélvase el diligenciamiento.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados,
MARTHA ISABEL MERCADO RODRÍGUEZ
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